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2.1. EL JUEZ DEL CONCURSO 
Y LA JURISDICCIÓN

Competencia objetiva

Son competentes para declarar y tramitar el concurso de acreedores los jue-
ces de lo mercantil.

Por excepción a esta norma general se prevé que los jueces de primera 
instancia sean los competentes para declarar y tramitar el concurso de acree-
dores de una persona natural que no sea empresario (a estos efectos son em-
presarios las personas naturales que tengan esa condición conforme a la legis-
lación mercantil).

Competencia territorial

La competencia para declarar y tramitar el concurso corresponde al juez en 
cuyo territorio tenga el deudor el centro de sus intereses principales.

• Por centro de los intereses principales se entenderá el lugar donde el 
deudor ejerce de modo habitual y reconocible por terceros la administra-

09/2009, de 20 de marzo. ECLI:ES:TSJAR:2009:20A).

• En caso de deudor persona jurídica, se presume que el centro de sus inte-
reses principales se halla en el lugar del domicilio social. (A estos efectos 
el cambio de domicilio inscrito en el Registro Mercantil operado dentro de 

• Si el domicilio del deudor y el centro de sus intereses principales radi-
cara en territorio español, aunque en lugares diferentes, será también 
competente, a elección del acreedor solicitante, el juez en cuyo territorio 
radique el domicilio.

Con el transcurso de los años la jurisprudencia ha ido delimitando y matizando 
los conceptos como “domicilio social” y “centro de los intereses principales”:

• En primer lugar, se ha declarado como no podía ser de otra forma, que 
hay que estar al , de las personas 
jurídicas, al indicar el Auto del Tribunal Superior de Justicia de Anda-
lucía, Sala de lo Civil y Penal, de 24 de julio de 2006, en resolución del 
recurso 6/2006 (ECLI:ES:TSJAND:2006:57A), que 

que el centro de los intereses principales se halla en el lugar del domicilio 
presunción iuris tan-

tum -
-

más de seis meses de antelación, pero sin constancia registral, el hecho 
cambio de domicilio real 

un dato más a los efectos de concluir que el centro de los intereses prin-
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4

JURISPRUDENCIA

140
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más del 15% de la oferta superior, cuando considere que garantiza en mayor 
medida la continuidad de la empresa en su conjunto o, en su caso, de la 
unidad productiva y de los puestos de trabajo, así como la mejor y más rápida 
satisfacción de los créditos de los acreedores.

• Antes de dictar resolución el juez tendrá que dar audiencia a los repre-
sentantes de los trabajadores.

• 
trabajo rige lo establecido en esta materia en los artículos 169 y siguien-
tes del TRLC (cuestión a la que hemos dedicado el punto referido a los 
efectos de la declaración del concurso sobre los contratos).

El Auto de la Audiencia Provincial de Madrid, Nº 185/2019, de 22 de noviembre. 
ECLI:ES:APM:2019:7267A, expone que: “Dentro de esa sistemática legal, orien-
tada a proteger y estimular la conservación de la actividad productiva a través de 

-
-

derechos de los acreedores con privilegio especial dentro del concurso, respecto a 

solo tiene sentido cuando se está ante una unidad productiva propiamente dicha, 

una actividad económica concreta y en funcionamiento”.

JURISPRUDENCIA:

-
sal, obligan a concluir que se produce sucesión de empresa en los supuestos de 
adquisición de la unidad productiva de la concursada que se realiza en un pro-
cedimiento concursal, debiendo aplicar el art. 44 del ET. En efecto, en la presente 

-

Efectos de la venta sobre la masa activa y pasiva del concurso

Subrogación del adquirente.

subrogado en los contratos afectos a la continuidad de la actividad profesional 
o empresarial que se desarrolle en la unidad o unidades productivas objeto de 
transmisión, sin necesidad de consentimiento de la otra parte.

650

NUMERACIÓN MARGINAL

37

1. LA DECLARACIÓN DEL CONCURSO

Solicitud de medidas cautelares
Dado que en algunos supuestos es posible que de no acordarse determinadas 

medidas de carácter cautelar la integridad del patrimonio del deudor puede ver-

pueda verse alterada o, verdaderamente, perdida, se prevé que desde el mismo 
instante de producirse la solicitud de la declaración del concurso, siempre a 
petición de persona legitimada para instar el concurso necesario, el juez pueda 
adoptar aquellas que considere adecuadas al caso para asegurar la integridad 
del patrimonio del deudor.

El juez tendrá que pronunciarse sobre estas medidas cautelares en el auto en 
el que se declare el concurso o por el que se desestime la solicitud. Un ejemplo 
lo tenemos en el Auto de la Audiencia Provincial de Barcelona, Rec. 85/2002, de 
29 de abril. ECLI:ES:APB:2002:792A, que establece que se cumplen los requisi-
tos esenciales para la adopción de las medidas que exige el art. 728 LEC: fumus 

, periculum in mora

Como ya hemos adelantado en el punto referido a la legitimación para solicitar 
el concurso, la solicitud del concurso necesario lleva aparejada una ventaja im-
portante: el acreedor que inste la declaración de concurso tiene un privilegio de 
cobro de un porcentaje importante de su crédito. En concreto, el artículo 280 

-
ral” señala. “7º. Los créditos de que fuera titular el acreedor a instancia del cual se 

”. 

concursales, cobrarán una suma mayor que el resto de acreedores ordinarios. La 
Ley viene incentivar así el ejercicio de la acción para instar el concurso necesario.

Otras dos consecuencias de la declaración de concurso necesario son:

• Se desplaza a los administradores de la empresa para que los adminis-
tradores concursales ocupen su lugar.

• La presunción de culpabilidad de los administradores de la empresa y 
la posibilidad de que tengan que responder con su patrimonio personal, 

frente a las deudas.

Una vez presentada la solicitud el juez la examinará el  de su pre-
sentación o al día siguiente hábil al de reparto. Si de la documentación en su 

subjetivo para la declaración de concurso, el juez procederá de diferente modo 
en función del motivo que en que se funde la solicitud:

• 

 – Si la solicitud se fundara en la existencia de una previa declaración ju-

 – Si se fundara en la existencia de un título por el cual se hubiera des-
pachado ejecución o apremio sin que del embargo hubieran resultado 
bienes libres conocidos bastantes para el pago, o en la existencia de 
embargos por ejecuciones pendientes que afecten de una manera ge-
neral al patrimonio del deudor.
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15

PLAZO PARA LA PRESENTACIÓN DE UNA DEMANDA INCIDENTAL
TERIA LABORAL Y CITACIÓN

RD Legis. 1/2020, de 5 de mayo, por el que se aprueba el texto refundido de la Ley Concursal.

Contra auto sobre 
medidas laborales colectivas

Contra decisión del juez concursal
suspendiendo o extinguido 

el contrato de trabajo

Personas
Trabajadoras FOGASA Personal de alta

dirección

Un mes 
desde

Un mes 
desde

Un mes 
desde

Admisión de la demanda

Citación

Acto de juicio

En el caso de que la demanda 
contuviera defectos, omisiones o

subsanación en 4 días.

10 días

Entrega de copia de la demanda y 
demás documentos a las partes.

Mínimo de 4 días entre la citación y
la efectiva celebración del juicio.

CUESTIONES PRÁCTICAS

361

En el libro III del Real Decreto Legislativo 1/2020, de 5 de mayo, por el que 
se aprueba el texto refundido de la Ley Concursal, se incluyen las normas de 
derecho internacional privado que hasta ahora contenía el título IX de la Ley 
22/2003, de 9 de julio.

Como se extrae del preámbulo de la norma:

“La razón de la creación de este último Regla-
mento (UE) 2015/848

«procedimientos»

SUPUESTO:

europeo, y sin abrir un concurso secundario en España comienza a enviar cartas 
de despido a sus trabajadores en España, ¿está actuando adecuadamente?

-
tido el art. 19.1 del Reglamento (UE) 2015/848 del Parlamento Europeo y del con-

resolución de apertura de un procedimiento de insolvencia, adoptada por el órgano -

efectos en el Estado de apertura del procedimiento.

 procedimiento secundario, siendo una cuestión 

órgano -

órgano
un procedimiento de insolvencia secundario. Este precepto destaca que “cuando el pro-

procedimiento de insolvencia secundario, al tiempo que “los efectos del procedimiento 

-
torio respecto a los despidos colectivos.

-

-

-

y como declaró la Audiencia.

1455
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2.1. EL JUEZ DEL CONCURSO 
Y LA JURISDICCIÓN

Competencia objetiva

Son competentes para declarar y tramitar el concurso de acreedores los jue-
ces de lo mercantil.

Por excepción a esta norma general se prevé que los jueces de primera 
instancia sean los competentes para declarar y tramitar el concurso de acree-
dores de una persona natural que no sea empresario (a estos efectos son em-
presarios las personas naturales que tengan esa condición conforme a la legis-
lación mercantil).

Competencia territorial

La competencia para declarar y tramitar el concurso corresponde al juez en 
cuyo territorio tenga el deudor el centro de sus intereses principales.

• Por centro de los intereses principales se entenderá el lugar donde el 
deudor ejerce de modo habitual y reconocible por terceros la administra-

09/2009, de 20 de marzo. ECLI:ES:TSJAR:2009:20A).

• En caso de deudor persona jurídica, se presume que el centro de sus inte-
reses principales se halla en el lugar del domicilio social. (A estos efectos 
el cambio de domicilio inscrito en el Registro Mercantil operado dentro de 

• Si el domicilio del deudor y el centro de sus intereses principales radi-
cara en territorio español, aunque en lugares diferentes, será también 
competente, a elección del acreedor solicitante, el juez en cuyo territorio 
radique el domicilio.

Con el transcurso de los años la jurisprudencia ha ido delimitando y matizando 
los conceptos como “domicilio social” y “centro de los intereses principales”:

• En primer lugar, se ha declarado como no podía ser de otra forma, que 
hay que estar al , de las personas 
jurídicas, al indicar el Auto del Tribunal Superior de Justicia de Anda-
lucía, Sala de lo Civil y Penal, de 24 de julio de 2006, en resolución del 
recurso 6/2006 (ECLI:ES:TSJAND:2006:57A), que 

que el centro de los intereses principales se halla en el lugar del domicilio 
presunción iuris tan-

tum -
-

más de seis meses de antelación, pero sin constancia registral, el hecho 
cambio de domicilio real 

un dato más a los efectos de concluir que el centro de los intereses prin-
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4

JURISPRUDENCIA
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más del 15% de la oferta superior, cuando considere que garantiza en mayor 
medida la continuidad de la empresa en su conjunto o, en su caso, de la 
unidad productiva y de los puestos de trabajo, así como la mejor y más rápida 
satisfacción de los créditos de los acreedores.

• Antes de dictar resolución el juez tendrá que dar audiencia a los repre-
sentantes de los trabajadores.

• 
trabajo rige lo establecido en esta materia en los artículos 169 y siguien-
tes del TRLC (cuestión a la que hemos dedicado el punto referido a los 
efectos de la declaración del concurso sobre los contratos).

El Auto de la Audiencia Provincial de Madrid, Nº 185/2019, de 22 de noviembre. 
ECLI:ES:APM:2019:7267A, expone que: “Dentro de esa sistemática legal, orien-
tada a proteger y estimular la conservación de la actividad productiva a través de 

-
-

derechos de los acreedores con privilegio especial dentro del concurso, respecto a 

solo tiene sentido cuando se está ante una unidad productiva propiamente dicha, 

una actividad económica concreta y en funcionamiento”.

JURISPRUDENCIA:

-
sal, obligan a concluir que se produce sucesión de empresa en los supuestos de 
adquisición de la unidad productiva de la concursada que se realiza en un pro-
cedimiento concursal, debiendo aplicar el art. 44 del ET. En efecto, en la presente 

-

Efectos de la venta sobre la masa activa y pasiva del concurso

Subrogación del adquirente.

subrogado en los contratos afectos a la continuidad de la actividad profesional 
o empresarial que se desarrolle en la unidad o unidades productivas objeto de 
transmisión, sin necesidad de consentimiento de la otra parte.
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1. LA DECLARACIÓN DEL CONCURSO

Solicitud de medidas cautelares
Dado que en algunos supuestos es posible que de no acordarse determinadas 

medidas de carácter cautelar la integridad del patrimonio del deudor puede ver-

pueda verse alterada o, verdaderamente, perdida, se prevé que desde el mismo 
instante de producirse la solicitud de la declaración del concurso, siempre a 
petición de persona legitimada para instar el concurso necesario, el juez pueda 
adoptar aquellas que considere adecuadas al caso para asegurar la integridad 
del patrimonio del deudor.

El juez tendrá que pronunciarse sobre estas medidas cautelares en el auto en 
el que se declare el concurso o por el que se desestime la solicitud. Un ejemplo 
lo tenemos en el Auto de la Audiencia Provincial de Barcelona, Rec. 85/2002, de 
29 de abril. ECLI:ES:APB:2002:792A, que establece que se cumplen los requisi-
tos esenciales para la adopción de las medidas que exige el art. 728 LEC: fumus 

, periculum in mora

Como ya hemos adelantado en el punto referido a la legitimación para solicitar 
el concurso, la solicitud del concurso necesario lleva aparejada una ventaja im-
portante: el acreedor que inste la declaración de concurso tiene un privilegio de 
cobro de un porcentaje importante de su crédito. En concreto, el artículo 280 

-
ral” señala. “7º. Los créditos de que fuera titular el acreedor a instancia del cual se 

”. 

concursales, cobrarán una suma mayor que el resto de acreedores ordinarios. La 
Ley viene incentivar así el ejercicio de la acción para instar el concurso necesario.

Otras dos consecuencias de la declaración de concurso necesario son:

• Se desplaza a los administradores de la empresa para que los adminis-
tradores concursales ocupen su lugar.

• La presunción de culpabilidad de los administradores de la empresa y 
la posibilidad de que tengan que responder con su patrimonio personal, 

frente a las deudas.

Una vez presentada la solicitud el juez la examinará el  de su pre-
sentación o al día siguiente hábil al de reparto. Si de la documentación en su 

subjetivo para la declaración de concurso, el juez procederá de diferente modo 
en función del motivo que en que se funde la solicitud:

• 

 – Si la solicitud se fundara en la existencia de una previa declaración ju-

 – Si se fundara en la existencia de un título por el cual se hubiera des-
pachado ejecución o apremio sin que del embargo hubieran resultado 
bienes libres conocidos bastantes para el pago, o en la existencia de 
embargos por ejecuciones pendientes que afecten de una manera ge-
neral al patrimonio del deudor.
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VADEMECUM CONCURSAL
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PLAZO PARA LA PRESENTACIÓN DE UNA DEMANDA INCIDENTAL
TERIA LABORAL Y CITACIÓN

RD Legis. 1/2020, de 5 de mayo, por el que se aprueba el texto refundido de la Ley Concursal.

Contra auto sobre 
medidas laborales colectivas

Contra decisión del juez concursal
suspendiendo o extinguido 

el contrato de trabajo

Personas
Trabajadoras FOGASA Personal de alta

dirección

Un mes 
desde

Un mes 
desde

Un mes 
desde

Admisión de la demanda

Citación

Acto de juicio

En el caso de que la demanda 
contuviera defectos, omisiones o

subsanación en 4 días.

10 días

Entrega de copia de la demanda y 
demás documentos a las partes.

Mínimo de 4 días entre la citación y
la efectiva celebración del juicio.

CUESTIONES PRÁCTICAS

361

En el libro III del Real Decreto Legislativo 1/2020, de 5 de mayo, por el que 
se aprueba el texto refundido de la Ley Concursal, se incluyen las normas de 
derecho internacional privado que hasta ahora contenía el título IX de la Ley 
22/2003, de 9 de julio.

Como se extrae del preámbulo de la norma:

“La razón de la creación de este último Regla-
mento (UE) 2015/848

«procedimientos»

SUPUESTO:

europeo, y sin abrir un concurso secundario en España comienza a enviar cartas 
de despido a sus trabajadores en España, ¿está actuando adecuadamente?

-
tido el art. 19.1 del Reglamento (UE) 2015/848 del Parlamento Europeo y del con-

resolución de apertura de un procedimiento de insolvencia, adoptada por el órgano -

efectos en el Estado de apertura del procedimiento.

 procedimiento secundario, siendo una cuestión 

órgano -

órgano
un procedimiento de insolvencia secundario. Este precepto destaca que “cuando el pro-

procedimiento de insolvencia secundario, al tiempo que “los efectos del procedimiento 

-
torio respecto a los despidos colectivos.

-

-

-

y como declaró la Audiencia.
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Índices sistemáticos

Al principio de cada capítulo 
dispon drá de un índice sistemáti-
co que le facilitará el acceso a la 
información.

Explicaciones técnicas  
en los capítulos

Todos los capítulos del Vademe-
cum disponen de explicaciones 
técnicas actualizadas y concorda-
das con legislación, resoluciones 
y jurisprudencia.

Cuestiones prácticas
Vademecum contiene plantea-
mientos prácticos que permiten 
al profesional profundizar en 
cada explicación y resolver las 
dudas más frecuentes.

Esquemas

A lo largo del Vademecum encon-
trará útiles gráficos para enten-
der a la perfección el contenido 
de los capítulos.

Índices analíticos
Dispondrá de índices analíticos, 
con cordados con los marginales, 
desde los que podrá acce der fá-
cilmente a cualquier parte del Va-
demecum.

Numeración marginal
El contenido se estructura en mar-
ginales con una doble finalidad: 
enlazar con el índice analítico e 
identificar fácilmente las actuali-
zaciones con el número afectado.
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¿Qué novedades para los profesionales de la abogacía 
trae consigo la Ley 15/2021, de 23 de octubre?

El Boletín Oficial del Estado del 25 de octubre de 2021 publicaba la Ley 
15/2021, de 23 de octubre, por la que se modifica la Ley 34/2006, de 30 de 
octubre, sobre el acceso a las profesiones de Abogado y Procurador de los Tri-
bunales, así como, la Ley 2/2007, de 15 de marzo, de sociedades profesionales, 
el Real Decreto-ley 5/2010, de 31 de marzo, por el que se amplía la vigencia de 
determinadas medidas económicas de carácter temporal, y la Ley 9/2014, de 9 
de mayo, General de Telecomunicaciones, con entrada en vigor a los 20 días de 
su publicación, esto fue el 14 de noviembre de 2021.

El objeto de esta reforma es acomodar la legislación española a las previsio-
nes del derecho europeo y singularmente a lo dispuesto en los artículos 15, 16 y 
25 de la Directiva 2006/123/CE del Parlamento Europeo y del Consejo, de 12 de 
diciembre de 2006, relativa a servicios en el mercado interior, y en los artículos 
49 y 56 del Tratado de Funcionamiento de la Unión Europea. En este sentido, 
esta ley incide sobre tres ámbitos concretos de actuación:

•	 El relativo a la existencia de una reserva de actividad para el ejercicio de 
la procura.

•	 El de la prohibición de las sociedades de carácter multidisciplinar, que 
puedan abarcar la procura y la abogacía.

•	 La modificación del sistema de aranceles.

A TENER EN CUENTA. Una de las modificaciones introducidas por esta norma es el 
cambio de la denominación de la Ley 34/2006, de 30 octubre, que pasa a denominarse 
«Ley 34/2006, de 30 de octubre, sobre el acceso a las profesiones de la Abogacía y la 
Procura».

Principales novedades para los profesionales de la abogacía:

	¾ La reserva de actividad para el ejercicio de la procura se flexibiliza

Se permite así que también las personas profesionales de la abogacía pue-
dan ejercer como procuradores, asumiendo la representación técnica de las 
partes y desarrollando el resto de las funciones que son propias de la procura 
para la cooperación y auxilio de los tribunales, aunque no de forma simultánea 
al ejercicio de la profesión de la abogacía.

Para hacer posible lo anterior, se modifica la Ley 34/2006, de 30 de octu-
bre, —en sus artículos 1 a 7— estableciendo, en síntesis, el acceso único a las 
profesiones de la abogacía y la procura: se exige un mismo título académico 
(licenciatura o grado en derecho) y una misma capacitación (el mismo máster) 
para ambas profesiones, en modo tal que, quienes superen la evaluación po-
drán ejercer indistintamente la abogacía o la procura sin más requisitos que la 
colegiación en el colegio profesional. De esta manera, se establece un mismo 
título habilitante para el ejercicio de dos profesiones diferenciadas en el bien 
entendido sentido de que las funciones de la procura han de estar separadas de 
la función propia de la abogacía porque eso redunda en beneficio de la Admi-
nistración de Justicia.

100
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	¾ Modificación de la Ley de sociedades profesionales

La Ley 2/2007, de 15 de marzo, de sociedades profesionales, se modifica a fin 
de habilitar a las sociedades profesionales multidisciplinares para el ejercicio 
simultáneo de la abogacía y la procura para poder ofertar y prestar un servicio 
integral de defensa y representación.

Esto es, se autoriza que profesionales de la abogacía y la procura se integren 
en una misma entidad profesional como excepción a lo previsto hasta ahora en 
la Ley 2/2007, de 15 de marzo, de sociedades profesionales, que solo permitía 
que las sociedades profesionales puedan ejercer varias actividades profesionales 
cuando su desempeño no se haya declarado incompatible por norma legal.

No obstante, a fin de garantizar la imparcialidad e independencia del ejercicio 
de la respectiva actividad profesional, además de la incompatibilidad del ejerci-
cio simultáneo de las profesiones de la abogacía y la procura, de acuerdo con la 
Ley Orgánica 6/1985, de 1 de julio, del Poder Judicial, y la Ley 1/2000, de 7 de 
enero, de Enjuiciamiento Civil, se establece que los estatutos de las sociedades 
profesionales cuyo objeto social consista en la prestación de servicios jurídicos 
integrales de defensa y representación contendrán, de conformidad con lo que 
prescriban las normas deontológicas de las respectivas profesiones, las disposi-
ciones necesarias para garantizar que los profesionales que asuman la defensa 
o la representación de sus patrocinados puedan actuar con autonomía e inde-
pendencia y apartarse de cualquier asunto cuando pueda verse comprometida 
su imparcialidad.

Con esta reforma, las sociedades de profesionales de la abogacía podrán 
incorporar profesionales de la procura como socios profesionales, al igual 
que las sociedades de profesionales de la procura podrán incorporar profe-
sionales de la abogacía, preservando cada uno sus competencias, responsa-
bilidades y obligaciones propias.

«Se trata de una gran reforma que busca dinamizar un mercado saturado, permi-
tiendo ahorrar costes a los profesionales de la abogacía y de la procura, ofreciendo 
en cambio una mayor flexibilidad en la organización de ambos colectivos, al tiempo 
que preserva la función de cada uno de los profesionales de forma claramente 
diferenciada. En definitiva, será posible demandar y ofrecer, mediante una única 
sociedad profesional, los dos servicios que requiere la defensa en juicio de los de-
rechos recibiendo una atención integral sin merma alguna de la independencia de 
cada uno de los profesionales que la componen». (Preámbulo de la Ley 15/2021, 
de 23 de octubre).

CUESTIÓN

¿Qué ocurrirá con los profesionales colegiados a la entrada en vigor de este nuevo 
título profesional?

La D.T. 1.ª prevé la aplicación de esta ley a quienes en el momento de entrada en 
vigor de la misma estuvieran ya colegiados o en condiciones de hacerlo en los colegios 
de abogados o de procuradores, en este último caso, cumpliendo los requisitos que se 
fijan en esta misma disposición:

«1. Las disposiciones establecidas en la presente Ley serán de aplicación a quienes en 
el momento de su entrada en vigor estuvieran ya incorporados a un colegio de abogados 
o en condiciones de incorporarse por cumplir todas las condiciones necesarias para ello, 
pudiendo ejercer como procuradores en los términos establecidos en el artículo 1 de la 
Ley 34/2006, de 30 de octubre.
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2. Las disposiciones establecidas en la presente Ley serán también de aplicación a 
quienes en el momento de su entrada en vigor hubiesen obtenido el título de procurador 
de conformidad con lo dispuesto en la Ley 34/2006, de 30 de octubre, sobre el acceso 
a las profesiones de Abogado y Procurador de los Tribunales, estén en posesión de una 
licenciatura o grado en Derecho y estuvieran incorporados a un colegio de procurado-
res o en condiciones de incorporarse por cumplir todas las condiciones necesarias para 
ello, pudiendo ejercer la abogacía en los términos establecidos en el artículo 1 de la Ley 
34/2006, de 30 de octubre, sobre el acceso a las profesiones de Abogado y Procurador 
de los Tribunales, siempre que cumplan los siguientes requisitos:

a) Se encuentren en posesión del título oficial de la licenciatura en Derecho o del grado 
en Derecho que reúna los requisitos establecidos en el artículo 3 del Reglamento de la 
Ley 34/2006, de 30 de octubre, aprobado por el Real Decreto 775/2011, de 3 de junio.

b) Superen el curso de capacitación profesional y la correspondiente prueba de eva-
luación en los términos que se determinen reglamentariamente. El curso y la prueba de 
evaluación deberán superarse dentro de los dos años académicos siguientes a la fecha de 
aprobación del real decreto que lo regule».

El Estatuto General de la Abogacía Española aprobado 
por el Real Decreto 135/2021, de 2 de marzo

El nuevo Estatuto General de la Abogacía Española fue publicado en el BOE 
del 24 de marzo de este año 2021, a través del Real Decreto 135/2021, de 2 de 
marzo, por el que se aprueba el Estatuto General de la Abogacía Española, en-
trando en vigor el 1 de julio de 2021, derogando así al Real Decreto 658/2001, 
de 22 de junio.

Se prevé en su disposición final 3.ª que el Consejo General de la Abogacía 
Española, en el plazo de un año desde la entrada en vigor de este real decreto, 
aprobará o modificará su propio reglamento de régimen interior para adap-
tarlo a sus previsiones.

	¾ ¿Qué novedades encontramos en el nuevo estatuto?

Como ya veremos en esta guía, el Estatuto ofrece una mejor regulación de 
los deberes de los profesionales de la abogacía con sus clientes, cumpliendo 
no solo con el deber de atención de manera diligente en el asesoramiento o 
defensa, sino también con obligaciones de transparencia.

De cara a consejos y colegios, tal y como desarrollaremos más ampliamente 
en el punto 4 de esta guía, se pone en marcha la ventanilla única de los cole-
gios, para ofrecer, de forma clara y gratuita, información a los consumidores y 
usuarios. Destaca también la preocupación por fomentar un elevado nivel de 
calidad de los servicios prestados, así como su constante mejora.

Otro punto clave es el nuevo régimen de responsabilidad disciplinaria, me-
diante el cual la organización colegial vela por la ética y la dignidad profesional y 
por el derecho de los particulares, recogiendo sanciones por el incumplimiento de 
sus obligaciones y al que haremos especial referencia en el punto 9 de esta guía.

Regula, por primera vez, aspectos tan importantes para el ejercicio de la 
profesión como:

•	 La prestación libre de servicios en todo el territorio nacional y europeo.

•	 El desarrollo de forma exhaustiva del derecho al secreto profesional, 
que protege y refuerza.
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•	 Establece el reconocimiento expreso a los colegios de la abogacía a 
presentar denuncias ante el Consejo General del Poder Judicial cuan-
do se producen reiterados retrasos injustificados en los juzgados y tri-
bunales y cuando se produzcan conductas que afecten a la libertad o 
independencia de un letrado y esta se haya visto amparada por la insti-
tución colegial.

	¾ ¿Cómo se estructura el nuevo Estatuto General de la Abogacía Española?

El Real Decreto 135/2021, de 2 de marzo, cuenta con 141 artículos (frente a 
los 99 del Estatuto anterior), divididos en:

•	 Un título Preliminar.

•	 11 títulos.

Además, cuenta con:

•	 1 disposición adicional.

•	 4 disposiciones transitorias.

•	 Una única disposición derogatoria.

•	 4 disposiciones finales.

REAL DECRETO 135/2021, DE 2 DE MARZO, POR EL QUE SE APRUEBA EL
ESTATUTO GENERAL DE LA ABOGACÍA ESPAÑOLA 

Título Preliminar: La abogacía y
sus principios rectores 

PUBLICACIÓN: 
24/03/2021

ENTRADA
EN VIGOR:
01/07/2021

Título I: Los Abogados y Abogadas Título II: Ejercicio de la Abogacía 

Título III: Formas de ejercicio
profesional

Título IV: Relaciones entre
profesionales de la Abogacía y

Clientes

Título V: Profesionales de la
Abogacía y Administración de

Justicia 

Título VI: Relaciones entre
profesionales de la Abogacía y

Administración de Justicia 

Título VIII: Formación y
especialización de los profesionales

de la Abogacía 
Título VII: Deontología profesional

Título IX: Organización colegial de
la Abogacía 

Título X: Régimen jurídico de los
acuerdos sometidos al Derecho
Administrativo y su impugnación

- 1 Disposición adicional 
 

- 4 Disposiciones transitorias 
 

- Una única disposición derogatoria 
 

- 4 Disposiciones finales

Título XI: Régimen de
responsabilidad de los profesionales
de la Abogacía y de las sociedades

profesionales 
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	¾ ¿Cómo se lleva a cabo la elaboración y aprobación del Estatuto General  
de la Abogacía?

El proyecto de Estatuto General de la Abogacía lo elabora el Consejo General 
de la Abogacía y lo aprueba el Gobierno mediante real decreto, a través del 
Ministerio de Justicia.

CUESTIONES

1. El Estatuto General de la Abogacía constituye el marco normativo que regula 
la profesión de abogado. ¿Es posible que una norma con rango de ley de una 
comunidad autónoma, dictada en el marco de sus competencias, regule materias 
comprendidas en dicho estatuto?

Sí, así lo dispone la disposición final segunda del EGAE bajo la rúbrica de «Salvaguar-
da de competencias autonómicas»:

«La regulación contenida en el Estatuto General aprobado mediante este real decreto 
se entenderá sin perjuicio de la que, al amparo de sus competencias en la materia, aprue-
ben las comunidades autónomas para los Colegios y Consejos que se constituyan en sus 
respectivos ámbitos territoriales».

2. ¿Se respetarán las situaciones y derechos adquiridos bajo la vigencia del ante-
rior EGAE del año 2001?

Sí, las situaciones creadas y los derechos adquiridos con arreglo al régimen anterior-
mente en vigor serán respetados (disposición transitoria 3.ª del EGAE).
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El principio de independencia

En el artículo 1 del Estatuto General de la Abogacía Española (en adelante 
EGAE), aprobado por el Real Decreto 135/2021, de 2 de marzo, con entrada en 
vigor el 1 de julio de 2021, encontramos una definición de la profesión de abo-
gado, cuyas dos primeras notas son la libertad e independencia:

«1. La Abogacía es una profesión libre e independiente, que asegura la efecti-
vidad del derecho fundamental de defensa y asistencia letrada y se constituye en 
garantía de los derechos y libertades de las personas. Los profesionales de la Abo-
gacía deben velar siempre por los intereses de aquellos cuyos derechos y libertades 
defienden con respeto a los principios del Estado social y democrático de Derecho 
constitucionalmente establecido.

2. La profesión de la Abogacía se ejerce en régimen de libre y leal competen-
cia. Su contenido consiste en la actividad de asesoramiento, consejo y defensa de 
derechos e intereses públicos y privados, mediante la aplicación de la ciencia y la 
técnica jurídicas, en orden a la concordia, a la efectividad de los derechos y liberta-
des fundamentales.

3. Son principios rectores y valores superiores del ejercicio de la Abogacía los 
de independencia, libertad, dignidad e integridad, así como el respeto del secreto 
profesional.

4. Los profesionales de la Abogacía deben ser personas de reconocida honorabi-
lidad y, en consecuencia, han de observar una trayectoria de respeto a las leyes, a 
los principios rectores y valores superiores de la Abogacía, a las normas deontoló-
gicas y a las buenas prácticas profesionales.

5. En el Estado social y democrático de Derecho, los profesionales de la Aboga-
cía desempeñan una función esencial y sirven los intereses de la Justicia, mediante 
el asesoramiento jurídico y la defensa de los derechos y libertades públicas.

6. La Abogacía española proclama su especial compromiso con el reconocimien-
to y la defensa de los derechos humanos».

El contenido del principio de independencia lo desarrolla el artículo 2 del Có-
digo Deontológico de la Abogacía Española (en adelante CDAE).

Los dos primeros párrafos de dicho artículo definen el principio de indepen-
dencia en dos planos, un derecho y un deber del abogado:

«1. La independencia de quienes ejercen la Abogacía es una exigencia del Estado 
de Derecho y del efectivo derecho de defensa del justiciable y de la ciudadanía por 
lo que constituye un derecho y un deber.

2. Para poder asesorar y defender adecuadamente los legítimos intereses del 
cliente, debe mantenerse el derecho y el deber de preservar la independencia frente 
a toda clase de injerencias y frente a intereses propios o ajenos».

CUESTIÓN

El artículo 2 del Código Deontológico de la Abogacía Española contempla el prin-
cipio de no injerencia en un doble plano (por un lado, como un deber y, por otro, 
como un derecho). ¿Cuáles son estos derechos y deberes?

El derecho del abogado a decidir y ejercer con absoluta libertad, sin injerencias de 
ningún tipo, y según su mejor y más leal saber y entender técnico-jurídico, el modo de 
defender el asunto encomendado para la mejor defensa del interés del cliente.

El deber del abogado de actuar con independencia, sin dejarse influir por ninguna 
clase de injerencias ni por los intereses propios o ajenos.
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